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Derecho a la Salud

En materia de derecho a la salud, el año 2003 no registró un
debate tan intenso como el del año anterior en relación con la
tramitación de los proyectos de ley que conforman en nuevo
sistema de salud en Chile –AUGE–, acaso el proyecto más im-
portante de la actual administración en materia de protección
social. Los estándares en esta cuestión plantean el deber del
Estado de “velar por una distribución equitativa de todas las
instalaciones, bienes y servicios de salud”1, para lo cual se ha
aprobado, a comienzos de 2004, un nuevo estatuto de autoridad
sanitaria, muy cuestionado por sectores de la salud, como el
Colegio Médico nacional. Además de ello, se revisan situacio-
nes de negligencia médica que hacen noticia y ponen alerta
sobre las condiciones en las que son atendidas las personas en
Chile y se analiza la implementación de la normativa sobre pre-
vención y sanción de discriminaciones por causa del virus de
inmunodeficiencia humana. Antes que ello, se expone a conti-
nuación el seguimiento de un caso analizado en el Informe 2003.

EL CASO DE CONY OSSA

Uno de los casos analizados en el Informe 2003 fue el de la
niña de dos años de edad, Cony Ossa Quezada, que padece de
fibrosis quística. Allí se expuso la tramitación judicial infruc-
tuosa llevada a nivel de tribunales internos y la posterior pre-
sentación de una denuncia ante la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos (la que se encuentra pendiente). De

1 Artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, publicado en el Diario Oficial de 27 de mayo de 1989.
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acuerdo con el abogado de la niña, Francisco Chahuán, la res-
puesta del Estado denota la falta de preocupación que ha teni-
do persistentemente con el caso, al señalar que carece de la
totalidad de los elementos de juicio para poder exponer los
descargos del caso2.

Pero, más allá de la tramitación ante el sistema interameri-
cano, es preciso señalar que, ante la demora y el continuo
agravamiento de la enfermedad de Cony Ossa, los familiares
obtuvieron, junto con la colaboración de particulares, del Cen-
tro Virtual de ex Alumnos Maristas de Chile y de la Fundación
italiana Gaslini, trasladar a Cony y su madre a Génova, en
marzo de 2003. Allí se le practicaron rápidamente una serie de
exámenes (que en Chile habrían tardado, según explican, de-
masiado tiempo), iniciándose un tratamiento multidisciplina-
rio y farmacológico costeado íntegramente por el Estado ita-
liano, una vez que el padre de la niña pudo obtener la
residencia definitiva. Gracias a ello, se explica que Cony Ossa
tiene ahora expectativas de seguir con vida (ya que los enfer-
mos de fibrosis quística logran vivir el triple de años que un
niño chileno con la enfermedad), sin que el Estado chileno
haya sido capaz de proveer la asistencia necesaria que reque-
ría la menor.

NEGLIGENCIAS MÉDICAS

Otro de los temas abordados en el Informe anterior fue el de
las negligencias médicas. En esa oportunidad, se destacó la
condena en contra de dos médicos por la muerte del niño Nico-
lás Melipil, ocurrida en 1997. Los casos sobre negligencia médi-
ca siguen ocupando de tiempo en tiempo la atención pública,
aun cuando, debe señalarse, durante 2003, se reportaron menos
situaciones de este tipo.

En enero de 2003, Catalina Rosselot, de 14 años de edad, fue
llevada por su padre a un parque de entretenciones, en las
afueras de Santiago. Allí, mientras se deslizaba por un tobogán,
la adolescente comenzó a sufrir fuertes dolores de cabeza y en
su espalda, empezando un cosquilleo en sus piernas. Ante la

2 Información proporcionada por el abogado Francisco Chahuán (en comunica-
ción personal).
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debilidad que sentía, fue conducida por su padre al Consulto-
rio de Isla de Maipo, lugar en el que no había ningún médico
que la pudiera atender, por lo que fue trasladada al Hospital de
Talagante, donde, según cuenta su madre, fue atendida de muy
mala manera por un médico quien la examinó, tocándole sus
piernas que ya no sentía, no obstante los pinchazos que recibía
de parte del médico. Se le proporcionó un calmante inyectable
y le prescribieron dos días de reposo, sin hacerle ningún tipo de
examen. Según el médico, Catalina, que debía desplazarse en
silla de ruedas, tenía nada más que una luxación lumbar. Debi-
do a que la condición de la adolescente no mejoraba, sus padres
decidieron llevarla hasta el Hospital Clínico de la Universidad
Católica, en Santiago. Una vez allá, los médicos tratantes le
preguntaron sobre el tratamiento que había recibido y, ante la
respuesta de la madre –no había habido ni radiografías ni otro
tipo de exámenes–, los profesionales mostraron su extrañeza y
preocupación: después de practicársele los exámenes de rigor,
la niña fue internada en la Unidad de Tratamientos Intensivos
por trece días ya que había sufrido un infarto medular, con
resultado de paraplejia irreversible.

Otro caso registrado durante el año 2003 es el de Israel
Vásquez, un niño de un año y ocho meses de edad que falleció
en el Hospital Félix Bulnes, a causa de una meningitis, aun
cuando, al ser atendido por los médicos de turno, se le diag-
nosticó una bronconeumonía. La situación anterior podría
eventualmente ser un caso de una enfermedad que tiene un
violento desenlace, imposible de prever por parte de los pro-
fesionales, pero llama la atención que, después de ocurrido el
hecho, el Hospital se hiciera cargo de todos los gastos fúne-
bres a condición de que la madre retirara en forma rápida el
cuerpo de su hijo e incluso, según explica la madre del menor,
se la llamara por teléfono señalándole, de manera agresiva,
los inconvenientes que ella tendría en caso de iniciar acciones
legales en contra de los médicos del Hospital. En efecto, la
madre de Israel solo se enteró de la grave enfermedad de su
hijo cuando llevó al menor hasta el Consultorio local, en tanto
había sido dado de alta por el médico tratante de ese mismo
día, quien no se identificó, ni en el momento de la atención, ni
al firmar la hoja de atención. Incluso, según relata la madre
del niño fallecido, el doctor tratante le habría manifestado
que, como cualquier ser humano, él también tenía “derecho a
equivocarse”.
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LEY SOBRE VIH

En diciembre de 2001 entró en vigencia la Ley sobre Preven-
ción del Virus de Inmunodeficiencia Humana –comúnmente
llamada “Ley del Sida”–3, la cual establece una serie de normas
que intentan abordar cuestiones vinculadas a la prevención,
diagnóstico y control del virus así como del derecho que tienen
las personas con VIH a no ser discriminadas arbitrariamente.
Con su publicación, el Estado chileno trataba de posicionarse
como un país con una legislación especial sobre el tratamiento
del virus, lo cual, si bien de manera formal así aparece, en los
hechos dista de ser preciso.

Si bien es efectivo que el nuevo estatuto legal incorpora di-
rectrices y normas que apuntan a erradicar las cotidianas situa-
ciones de discriminación en contra de las personas seropositi-
vas y, asimismo, fija las bases para que los portadores del virus
puedan acceder de manera igualitaria a las acciones de protec-
ción de su salud, tanto de manera institucional como práctica,
la situación de quienes viven con el VIH-SIDA en Chile es, des-
de la perspectiva de los derechos humanos, sumamente com-
pleja. Lo anterior, en tanto la ley ordenó al Ejecutivo la dicta-
ción de un Reglamento regulatorio en un plazo de sesenta días
(a contar de la fecha de publicación de la ley) y, además, por la
manera como el Estado no ha cumplido a cabalidad los precep-
tos de ella, lo que se suma a la conciencia colectiva de margina-
ción social de estas personas.

En efecto, de acuerdo con la ley, el Ejecutivo tiene la obliga-
ción de establecer, a través de un Decreto Supremo, la manera
como las personas con VIH-SIDA pueden impetrar un beneficio
consistente en una bonificación fiscal que reintegre los montos
que han debido desembolsar por concepto de derechos e im-
puestos que se hubiesen pagado por la importación de medica-
mentos. Asimismo, este Reglamento fijaría los requisitos a ser
exigidos a determinadas instituciones a través de las cuales es-
tas personas podrían haber hecho estas adquisiciones, respecto
de quienes estén en situación de insolvencia o bien quienes no
puedan cubrir con sus planes de salud la compra de los medi-
camentos. En pocas palabras, la importancia de esta regulación
radica en que concreta el acceso universal a las terapias para

3 Ley Nº 19.779, publicada en el Diario Oficial de 16 de diciembre de 2001.
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combatir el VIH-SIDA. Sin embargo, a más de dos años de la
entrada en vigencia de la ley sobre prevención del virus, el
Ministerio de Salud aún no dicta la reglamentación, lo cual de-
muestra, para muchos, la postergación que tiene el problema
del VIH-SIDA en nuestro país para el propio Estado, impulsor
de estas políticas.

Esta impresión se confirma con la falta de debido cumpli-
miento a la obligación que la ley impone para que el Estado
realice acciones efectivas de prevención del contagio de la pan-
demia. De acuerdo con ella, el Estado debe arbitrar las medidas
que sean necesarias a fin de informar a la población acerca del
virus, sus vías de transmisión, sus consecuencias, formas de evi-
tar el contagio y la información acerca de los programas públicos
existentes para tales finalidades. En los dos primeros años de
vigencia de esta ley, la labor del Gobierno en esta materia fue
muy débil, con campañas que tuvieron poca llegada a la pobla-
ción vulnerable. Recién al cumplirse el segundo aniversario del
estatuto legal, se vio una campaña estatal organizada y con men-
sajes directos sobre los problemas asociados al VIH-SIDA, así
como un énfasis hasta entonces no visto en torno a las medidas
de prevención. Con todo, para el Estado la tarea no ha sido fácil,
en tanto, además de la Iglesia Católica, algunos medios de comu-
nicación, alegando la autonomía que se les debe garantizar para
establecer su línea editorial, simplemente se negaron a colaborar
en la campaña (como fue el caso del Canal de la Universidad
Católica de Chile, del Canal de la Universidad Católica de Valpa-
raíso y de Megavisión, que rehusaron pasar los spots que se ha-
bían elaborado entre otras razones, debido a que mostraban a
una pareja de homosexuales). La decisión de estos canales moti-
vó que el presidente del Partido Socialista, Gonzalo Martner,
anunciara la preparación de un proyecto de ley tendiente a obli-
gar a los canales a emitir estos spots debido al interés público
envuelto en ellos. Además, la Corporación de los Derechos del
Pueblo (CODEPU) presentó un recurso de protección ante la
Corte de Apelaciones de Santiago, cuyo objeto era, precisamente,
que esta obligara a los canales a transmitirlos, aduciendo la vul-
neración al derecho de acceder a esta información por parte de la
población y a no ser discriminados arbitrariamente4.

4 Al momento de cierre de este Informe, la causa aún se encontraba pendiente
porque el Canal de Valparaíso no había evacuado el informe solicitado por la
Corte de Apelaciones de Santiago (Rol 8073-03).
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Pero junto con la falta de abordaje institucional (dictación
del Reglamento y difusión incompleta de la campaña de pre-
vención), la llamada Ley del Sida también ha mostrado sus
primeras cartas en relación con las normas que sancionan la
discriminación en contra de las personas seropositivas. En
materia de estándares, la ley dispone que no se puede condi-
cionar el ingreso, la permanencia y la promoción en un em-
pleo determinado a los resultados del examen de detección
del VIH (y, además, que los resultados del mismo son confi-
denciales y que este debe practicarse con el consentimiento
por escrito de la persona que se lo practica). Estas normas son
concordantes con el marco fijado por la propia Organización
Internacional del Trabajo, la que ha elaborado pautas para el
mundo del trabajo en relación con la discriminación en contra
de las personas viviendo con VIH5.

En 2003 han salido a la luz pública los primeros casos de
violación a esta normativa, todos ellos en razón de demandas
judiciales presentadas ante la Justicia6. El primero, y que tuvo
una gran cobertura en los medios de comunicación social, es
el del ex cabo de la Fuerza Aérea, Alex Cea. El ex uniformado
fue dado de baja de la institución armada al detectársele el
VIH, sin que él hubiera prestado su consentimiento para la
realización del examen7. Para la Fuerza Aérea, el virus de in-
munodeficiencia humana constituye una “enfermedad invali-
dante de carácter permanente”, por lo cual, quien esté conta-
giado queda, de acuerdo con su Ley Orgánica, en una
situación de inferioridad fisiológica que le impide desempe-
ñar cualquier tipo de trabajo remunerativo, sea en el sector
público, sea en el sector privado. En suma, una persona abso-
lutamente inválida. Por tal consideración, Alex Cea fue envia-
do por dos meses a una clínica siquiátrica –no obstante, según
se certificara, no padecía de ningún trastorno mental–, acto

5 Ver Organización Internacional del Trabajo (OIT), Repertorio de Recomendaciones
Prácticas de la OIT sobre el VIH/SIDA y el Mundo del Trabajo, disponible en http:/
/www.conasida.cl/docs/documentos/oit/repertorio_practicas.pdf.

6 La revisión de estos casos no se incluyó en el Capítulo 1 de este Informe
porque estos se encuentran en fases muy iniciales, por lo cual parece pertinen-
te considerar los casos y, posteriormente, la tramitación y resultados ante los
tribunales.

7 La ley permite que los Reglamentos de las instituciones armadas establezcan
excepciones a esta regla, esto es, que se pueda practicar el examen en condicio-
nes diversas a las de las demás personas, no obstante lo cual, al no haberse
dictado dicha regulación, seguían aplicándose las normas generales.
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que, según el propio afectado, constituía una manera de ais-
larlo, de no hacer visible su problema.

Comprender el VIH como una enfermedad invalidante con-
tradice, como es sabido, todos los conocimientos científicos
existentes sobre la materia, en tanto con el tratamiento adecua-
do es posible que una persona viva sin inconvenientes, mien-
tras no desarrolle el síndrome (de inmunodeficiencia adquiri-
da). Por tal razón, patrocinado por la Clínica de Acciones de
Interés Público y Derechos Humanos y con el permanente apo-
yo de Vivo Positivo –la Coordinadora Nacional de Personas
Viviendo con VIH-SIDA–, Cea demandó a la Fuerza Aérea, tan-
to por la violación a las normas que prohíben toda discrimina-
ción en contra de personas seropositivas, como el daño patri-
monial y moral que del actuar de la institución resultó8.

El caso de Alex Cea sirvió de muestra para que muchas otras
personas que habían sido marginadas de sus empleos, se acer-
caran a la Clínica para explorar la posibilidad de ser indemni-
zados ante la vulneración de sus derechos fundamentales. Así
fue como, en julio de 2003, un ex cabo de Carabineros inició
acciones legales en contra de su institución por las mismas ra-
zones que llevaron a Cea a demandar: también Carabineros
considera que el VIH es una enfermedad invalidante de carác-
ter permanente. A diferencia de Cea, el ex funcionario de la
policía uniformada no quiso revelar su identidad por temor a la
exposición pública, aun cuando no se respetó la confidenciali-
dad que la ley impone, toda vez que sus propios compañeros le
preguntaban insistentemente sobre su estado de salud, eviden-
ciando que Carabineros no había respetado la normativa aquí
descrita9.

Los dos primeros casos sobre violación a las normas que
proscriben las discriminaciones por causa del VIH se han diri-

8 La demanda se presentó ante el 4º Juzgado de Policía Local de Santiago (dado
que estos son los tribunales competentes según lo establece la ley), el cual, a
comienzos de 2004, consideró que el plazo de prescripción de estas acciones
–que no está dispuesto en la ley– era el mismo de las demás acciones que se
tramitan ante dichos tribunales (infracciones de tránsito, a las normas sobre
rentas municipales, patentes de alcohol, entre otras), esto es, un plazo de seis
meses, razón por la cual declaró prescrita la acción, obligando a Cea a iniciar
otro juicio en sede civil. De este proceso, se dará cuenta en el próximo Informe
sobre Derechos Humanos.

9 Este caso, tramitado ante la justicia civil, se encuentra, a la fecha de cierre de
este Informe, en tramitación de primera instancia, por lo que su estudio tam-
bién será realizado en el próximo volumen.
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gido, como puede apreciarse, en contra de instituciones del Es-
tado, en especial, respecto de las Fuerzas Armadas. El tercero
de ellos, sin embargo, consiste en una demanda por violación a
las mismas normas aquí explicadas –deber de confidencialidad
del examen y prohibición de despedir a un trabajador por causa
de ello– dirigida, esta vez, en contra de una empresa privada, la
cadena de Supermercados Montecarlo, presentada en octubre
de 2003. Al igual que en los casos anteriores, Cristián Pilar, un
joven de 28 años de edad, sufrió la discriminación por parte de
sus superiores y de algunos compañeros de trabajo que se ente-
raron de su condición de portador del virus, siendo expulsado
de su empleo. Con él, Pilar financiaba sus estudios, con lo cual
sus expectativas, no solo profesionales, sino también persona-
les, fueron abruptamente frustradas, decidiéndose a iniciar ac-
ciones legales ante la justicia de policía local, proceso que se
encuentra pendiente en primera instancia10.

Por último, a fines de 2003, la Clínica de Acciones de Interés
Público y Derechos Humanos tomó conocimiento del caso de un
ex trabajador del casino de la empresa Multitiendas Falabella,
quien, además de no contar con contrato de trabajo, fue despedi-
do, según su superior, por tener una infección a las uñas, obli-
gándolo a firmar un documento que él no leyó. Sin embargo,
fueron las hermanas de esta persona quienes, ante la extrañeza
de la situación, inquirieron a la persona a cargo de la margina-
ción del afectado, la que les reconoció que la verdadera causa del
despido era la enfermedad del Sida. Se iniciaron diligencias para
conocer el carácter del documento que había sido firmado, en
tanto le era negado persistentemente por Falabella, por lo cual se
iniciarían acciones legales. Sin embargo, en marzo de 2004, cuan-
do este Informe se encontraba en imprenta, el ex trabajador fue
recontratado por la empresa, satisfaciendo su pretensión y sien-
do suscrito, esta vez, un contrato de trabajo, como lo exige la ley.

EL PROGRAMA AUGE

Como se explicó en el Informe 2003, el Gobierno pretende
reformar íntegramente el sistema de salud incorporando un ré-

10 Estos dos casos también son patrocinados por la Clínica de Acciones de Interés
Público y Derechos Humanos y el trabajo de coordinación de Vivo Positivo.
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gimen de “acceso universal con garantías explícitas” para todos
los pacientes, tanto del sistema privado como del sistema públi-
co de salud. Durante 2003, el debate en torno a la viabilidad del
AUGE se ha mantenido, sin que los actores involucrados –Go-
bierno, Colegio Médico, gremios de la salud– lleguen a acuerdo
(de hecho, el Colegio Médico lleva una fuerte campaña de de-
nuncia del AUGE, por considerar que, antes que terminar con
las iniquidades del sistema de salud, las profundizará).

Paulatinamente, el Gobierno ha ido eliminando algunas patolo-
gías originalmente incluidas en el paquete de las 56 “enfermeda-
des AUGE” y solo uno de los tres proyectos de ley que componen
la reforma a la salud ha sido despachado por el Congreso Nacio-
nal: se trata del proyecto que crea una nueva institucionalidad en
materia de salud (denominada “Autoridad Sanitaria”). Esta ley
–publicada en febrero de 2004 en el Diario Oficial–11 tuvo un fuer-
te rechazo entre los gremios de trabajadores de la salud, para quie-
nes la aprobación de este proyecto de ley es vista como “un paso
más en la privatización de la salud en Chile”, al establecer una
nueva forma de complementariedad entre los hospitales públicos
y privados del país y el concepto de hospitales autogestionados,
los que recibirán fondos en razón de las transacciones que realicen
con terceros y la administración de sus recursos.

Como se sabe, ha sido el Colegio Médico el ente que más
oposición ha mostrado a la reforma impulsada por el Gobierno,
señalando, respecto de este proyecto aprobado, que es altamen-
te inconveniente “ya que tenderá a diferenciar los hospitales
según se capacidad económica, acentuando la brecha existente
entre los establecimientos tipo uno y dos con los tres y cuatro.
Dicho de otro modo, se crea[n] condiciones para hacer más po-
bres a los pequeños hospitales de regiones, puesto que los hos-
pitales base recibirán más recursos al contar con mejor infraes-
tructura, equipamiento y personal para acceder a los incentivos
económicos que se ofrecen”12.

En relación con los otros dos proyectos de ley cuya tramita-
ción aún está pendiente, el Colegio Médico también ha manifes-
tado sus discordancias, sobre todo, en tanto el Gobierno ha ido

11 Ley Nº 19.937, publicada el 24 de febrero de 2004 en el Diario Oficial.
12 Departamento de Políticas de Salud y Estudios, Asesoría Jurídica, Comunica-

ciones y Secretaría Ejecutiva del Colegio Médico de Chile, Reforma de Salud:
Proyecto País. Recopilación de propuestas, análisis y documentos sobre la Reforma de
la Salud, enero de 2003, p. 122.
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reduciendo paulatinamente, como se dijo, las patologías que
serán cubiertas por el nuevo régimen, lo cual es visto por el
gremio como señales de que sus reparos al AUGE tienen pleno
asidero. La tramitación de estos proyectos y el debate que les
acompañará será materia del próximo Informe sobre Derechos
Humanos.


